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CUARTA OPERACIÓN BAJO LA LÍNEA DE CRÉDITO CONDICIONAL:  
PROGRAMA DE FORTALECIMIENTO DE LA INVERSIÓN PÚBLICA TERRITORIAL 
(CO-L1299) 
 
ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DEL PROGRAMA DE CON LA POLÍTICA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS (GN-2716-6) 

	[bookmark: _Hlk497383280]Condiciones de la Política
	Descripción
	Comentarios

	1. Sostenibilidad Financiera
	Para cada operación se deberá verificar que el servicio correspondiente generará o recibirá fondos suficientes para atender sus compromisos financieros y sufragar los costos de operación y mantenimiento de los sistemas relacionados con la operación.

Cuando una operación del Banco involucre aportes de fondos presupuestarios destinados a subsidiar la oferta de la provisión de un servicio público se deberá verificar:
· que la asignación presupuestaria de dichos aportes sea transparente; y
· que su propósito se corresponda con alguno de los siguientes objetivos:
· la expansión en la capacidad para proveer mayor acceso.
· el incremento en la calidad de los servicios existentes.
· la mejora en la administración de procesos y la incorporación de tecnología destinada a que los servicios contribuyan a mitigar el cambio climático o a gestionar los riesgos asociados a desastres naturales.
Cuando los fondos presupuestarios constituyan subsidios tarifarios, se deberá constatar que se avance en el diseño e implementación de instrumentos de focalización de subsidios que prioricen a los grupos más vulnerables y de menores ingresos.
	Agua y Saneamiento Básico.

El modelo de prestación de servicios públicos de acueducto y alcantarillado en Colombia, Ley 142 de 1994, prevé que los operadores de los servicios cubran por intermedio de sus tarifas los costos de Operación y Mantenimiento. Las fórmulas tarifarias son reguladas por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA).

El modelo prevé un esquema de subsidios para sectores de población de menores recursos, los cuales son cubiertos con recursos que los municipios transfieren a los Fondos de Solidaridad y/o recursos prevenientes de aportes solidarios de sectores de la población de mayores recursos (subsidios cruzados).

	
	
	Energía.

Las inversiones en el sector eléctrico en Colombia están basadas en un criterio de costo-eficiencia y, por lo tanto, los proyectos a ser financiados por el Programa deben cumplir con este criterio. Todos los proyectos a ser financiados por el Programa son sostenibles financieramente.

No se prevén subsidios específicos para los beneficiarios de este Programa, y las tarifas a ser aplicadas serán las vigentes en el marco regulatorio.

	2. Evaluación Económica
	Los proyectos de servicios públicos domiciliarios deberán ser económicamente rentables [de acuerdo a las metodologías de evaluación costo beneficio y costo efectividad utilizadas y aceptadas por el Banco.]
	
Agua y Saneamiento Básico

La Resolución 0330 del 8 de junio de 2017, “Por la cual se adopta el Reglamento Técnico para el Sector de Agua Potable y Saneamiento Básico – RAS”, reglamenta los requisitos técnicos que se deben cumplir en las etapas de diseño construcción, puesta en marcha, operación, mantenimiento y rehabilitación de la infraestructura relacionada con los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo.

El Artículo 10. Estudios Básicos, define, entre otros, los estudios socioeconómicos como parte de los estudios básicos mínimos que deben contener los proyectos:

9. Estudios Socioeconómicos: La evaluación socioeconómica de proyectos debe realizarse con el objeto de medir el aporte neto de los proyectos al bienestar de la población. Para proyectos de acueducto, alcantarillado y/o aseo se requiere como mínimo estudios socioeconómicos tales como análisis costo-eficiencia y/o análisis de costo mínimo, de expansión de capacidad.

Por otro lado, con el fin de realizar la selección de alternativas, el Artículo 14. Comparación de alternativas y selección de alternativa viable, establece que se deben considerar los aspectos económicos, técnicos, sociales, ambientales, financieros, de riesgo y permisos. Para la selección de alternativas, entre otros criterios, se encuentra el de Sostenibilidad Económica, en el cual “se deberá analizar la disponibilidad de recursos y/o el análisis de viabilidad para la operación y el mantenimiento de los proyectos, con el fin de garantizar la utilización de los mismos.” 

Finalmente, la Metodología de selección de la alternativa más favorable, “deberá seleccionar la mejor alternativa con base en criterios de sostenibilidad a partir de la evaluación de los aspectos económicos, técnicos, ambientales y sociales mencionados, para lo cual deberá emplear metodologías que impliquen la mínima subjetividad de valoración y el menor costo de inversión, operación y mantenimiento. La definición de variables y los valores de ponderación en la selección de la alternativa más favorable deberá evaluarse mediante el empleo de matrices multicriterios”. 

http://www.minvivienda.gov.co/ResolucionesAgua/0330%20-%202017.pdf

	
	
	Energía

La selección de la cartera de proyectos a financiar mediante la Operación CO-L1299 deberá surtir un riguroso análisis de la viabilidad económica y técnica de los mismos para determinar su sostenibilidad, y un análisis de sensibilidad de sus retornos económicos a variaciones en los principales parámetros, a saber: (i) inversión; (ii) gastos de operación y mantenimiento; y (iii) las emisiones de GEI

	Objetivos de la Política
	Descripción 
	Comentarios

	1. Fomentar el Acceso
	Las políticas deben promover el acceso a todos los usuarios, especialmente a las comunidades y grupos más desfavorecidos. 
	
El artículo 365 de la Constitución Política de Colombia establece que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y es deber del Estado asegurar su eficiente prestación a todos los habitantes del territorio nacional.

El Plan Nacional de Desarrollo 2023-2026 “Colombia potencia mundial de la vida” (Ley 2294 de 2023) 

Propone el Ordenamiento Territorial Alrededor del Agua y con Justicia Ambiental, el cual buscará la protección efectiva de las determinantes ambientales que inciden en la oferta del recurso para la prestación de servicios públicos y riego, la democratización de su acceso y uso, la gestión del riesgo de desastres, así como el desarrollo de infraestructura funcional y de servicios con impacto regional. 

Para garantizar la cobertura, continuidad y calidad de los servicios públicos nacionales, se mejorarán los sistemas de infraestructura de estos servicios, de manera prioritaria en municipios PDET, zonas más afectadas por el conflicto armado (ZOMAC), poblaciones indígenas, población negra, afrocolombiana, raizal y palenquera (NARP), y en general territorios marginados y excluidos que requieran atención especial, acorde con sus capacidades, necesidades y con enfoque diferencial

Este Programa contribuiría a la reducción de la pobreza, mediante la disminución de la brecha de acceso a los servicios de agua y saneamiento básico, considerados como líneas estratégicas del PND, buscando reducir el número de municipios que cuentan con déficits por debajo del nivel óptimo de prestación (60%).

Por otro lado, en Colombia por Ley se realiza una estratificación socioeconómica sobre la cual se establece en los servicios públicos domiciliarios un cobro de manera diferencial (por estratos) permitiendo asignar subsidios a estratos de menores ingresos y tasas de contribución a sectores de población ubicados en estratos de mayores ingresos. Este esquema permite establecer un modelo de subsidios cruzados, los cuales se complementa con recursos de las entidades territoriales. 

Los estratos socioeconómicos en los que se pueden clasificar las viviendas y/o los predios son seis, denominados así: 1. Bajo-bajo; 2. Bajo
3. Medio-bajo; 4. Medio; 5. Medio-alto; y 6. Alto.

De éstos, los estratos 1, 2 y 3 corresponden a estratos bajos que albergan a los usuarios con menores recursos, los cuales son beneficiarios de subsidios en los servicios públicos domiciliarios; los estratos 5 y 6 corresponden a estratos altos que albergan a los usuarios con mayores recursos económicos, los cuales deben pagar sobrecostos (contribución) sobre el valor de los servicios públicos domiciliarios. El estrato 4 no es beneficiario de subsidios, ni debe pagar sobrecostos, paga exactamente el valor que la empresa defina como costo de prestación del servicio.

	
	
	
Energía

Ley 143 de 1994 (Régimen de generación, interconexión, transmisión, distribución y comercialización de energía eléctrica) artículo. 3, literal f, establece que corresponde al Estado “lograr una cobertura en los servicios eléctricos a las diferentes regiones y sectores del país, que garantice la satisfacción de las necesidades básicas de los usuarios de los niveles 1, 2 y 3 y los de menos recursos en el medio rural, a través de los distintos agentes públicos y privados que prestan el servicio".

La Ley 2294 del 19 de mayo de 2023, mediante la cual se adopta el Plan Nacional de Desarrollo 2022 – 2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, en su artículo 247°, consolida el Fondo Único de Soluciones Energéticas – FONENERGIA, para financiar la mejora de la calidad en el servicio, expansión de la cobertura energética y normalización de redes a través de soluciones de energía eléctrica, teniendo en cuenta la sostenibilidad ambiental y progreso social. En desarrollo de su objeto podrá atender emergencias en las Zonas no Interconectadas -ZNI-, invertir en acometidas y redes internas, así como en mecanismos de sustitución hacia Fuentes no Convencionales de Energía -FNCE- y combustibles más limpios, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno nacional.

El Estado colombiano cuenta con fondos de apoyo financiero para contribuir a la universalización de los servicios públicos en el país con diferentes áreas de aplicación, requisitos y limitaciones en tiempo y recursos, definidos por su normativa vigente (Fondo de Apoyo Financiero para la Energización de Zonas Rurales Interconectadas (FAER) ); Fondo de Apoyo a Zonas No Interconectadas (FAZNI); Programa de Normalización de Redes Eléctricas (PRONE); Sistema General de Regalías (SGR - ELÉCTRICA) y Fondo de Energía No Convencional y Gestión Eficiente de la Energía (FENOGE).

	2. Suministrar el acceso al servicio en condiciones de confiabilidad y calidad adecuadas
	Es importante asegurar que las variaciones de costo guarden un equilibrio apropiado con los cambios en la calidad del servicio. Este equilibrio sólo puede obtenerse mediante una estricta reglamentación de la calidad del servicio. El marco reglamentario debe contener procedimientos mediante los cuales se definan claramente las normas de calidad y se controlen y hagan cumplir por medio de un sistema de sanciones e incentivos.
	
Agua y Saneamiento Básico

Los municipios son los responsables de asegurar la prestación de los servicios públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado en su territorio, ya sea por empresa público, privadas o mixtas y en excepción en forma directa cuando el interés general lo permita y lo aconseje. 

Las tarifas son fijadas de acuerdo con las fórmulas y metodologías (marco tarifario) definidas por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA). 

La CRA tiene como propósito fundamental regular monopolios, promover la competencia, impulsar la sostenibilidad del sector Agua Potable y Saneamiento Básico, evitando abusos de posición dominante, garantizando la prestación de servicios de calidad, con tarifas razonables y amplia cobertura. Este propósito se logra mediante el desarrollo regulatorio que involucra la participación de los usuarios y prestadores y brindando asesoría regulatoria clara, completa y oportuna; con principios y valores compartidos, con personal de alta capacidad técnica, empoderado, que trabaja en procesos eficaces que aseguran la calidad del ejercicio regulatorio, soportados en sistemas de información eficientes y tecnología de punta. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD), Superservicios, es un organismo de carácter técnico, creado por la Constitución de 1991, que por delegación del Presidente de la República de Colombia, ejerce inspección, vigilancia y control las entidades y empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios. La Superintendencia vigila, inspecciona y controla la prestación a los servicios públicos domiciliarios atendiendo las necesidades y expectativas de sus clientes y grupos de interés, soportando su gestión en la eficiencia, eficacia y efectividad del desempeño de su sistema de calidad, mediante el mejoramiento continuo de sus procesos, con la participación de un equipo humano capaz, dinámico e innovador.

	
	Procurando que el servicio que se provea al usuario cumpla con normas de calidad y confiabilidad mínimas que sean viables y consistentes con un análisis de costo-beneficio o costo-eficiencia, acorde a la naturaleza del servicio y las condiciones de suministro.
	
Energía

Según la Constitución Política de Colombia, el Estado mantiene la regulación, control y vigilancia de los servicios públicos, garantizando la mejora continua de la prestación de estos servicios y la satisfacción del interés social. Asimismo, las utilidades públicas son inherentes a la función social del Estado, y su deber es asegurar su eficiente prestación a todos los habitantes del territorio nacional.

Los artículos 1, 2 y 4 de la Ley 142 de 1994 (Ley de Servicios Públicos Domiciliarios), establecen que la prestación del servicio público domiciliario de electricidad y sus actividades complementarias constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en ellos para, entre otros, garantizar la calidad del bien y su disposición final para asegurar la mejora de la calidad de vida de los usuarios, así como su prestación continua, ininterrumpida y eficiente.

Según la Ley 143, artículo. 23, la función de regulación por parte del Estado tiene como objetivo básico asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el uso eficiente de los diferentes recursos energéticos, en beneficio del usuario en términos de calidad, oportunidad y costo del servicio. Para lograr este objetivo, promoverá la competencia, creará y preservará las condiciones que la hagan posible. Para ello, en 1994 se creó la Comisión Reguladora de Energía y Gas (CREG), entidad eminentemente técnica y cuyo objetivo es asegurar que los servicios de electricidad, gas natural, gas licuado de petróleo (GLP) y combustibles líquidos sean prestados a la población a la mayor cantidad de personas posible, al menor costo posible para los usuarios y con una remuneración adecuada para las empresas que permita garantizar calidad, cobertura y expansión. El Decreto 1260 de 2013 define la naturaleza y funciones de la CREG.

De acuerdo con la Ley 142 de 1994, la distribución de gas combustible y sus actividades complementarias constituyen servicios públicos domiciliarios esenciales y el Estado intervendrá en su prestación para garantizar, entre otros, la calidad y su destino final. cuya finalidad es garantizar la mejora de la calidad de vida de los usuarios. Asimismo, establece que es competencia exclusiva de la nación planificar, asignar y gestionar el uso del gas combustible en la medida en que sea económica y técnicamente posible, a través de empresas oficiales, mixtas o privadas.

Para la ZNI, el Decreto 1623 de 2015, artículo 2.2.3.3.2.2,3.9 establece las condiciones para la prestación del servicio de energía eléctrica: la CREG, mediante resolución, definirá los indicadores y metas de calidad que deberán cumplir los prestadores del servicio. encontrarse. La electricidad en las ZNI, así como los incentivos para alcanzar dichas metas y reducir las pérdidas de energía, también determinarán las obligaciones de dichos proveedores en relación con el reporte de información asociada a la prestación del servicio. La SSPD debe monitorear estos indicadores y publicar sus resultados cada seis meses.

Para brindar un servicio eléctrico más confiable, se apoyará la diversificación de la capacidad instalada actual, que es altamente dependiente del agua. Todo esto hará que el sector eléctrico sea más resiliente a las variaciones climáticas, como El Niño que es una estación seca.


	3. Suministrar un servicio en condiciones de eficiencia
	Debe asegurarse que, desde el punto de vista de la oferta, los servicios se proveen con los menores costos posibles.
	
Agua y Saneamiento Básico

Durante el diseño de todos los proyectos, se verificará que se realice un análisis de alternativas que permita identificar la de mínimo costo, lo que asegura la provisión de los servicios mediante la nueva infraestructura bajo esta condición. Los proyectos se desarrollarán de acuerdo con las normas y principios de la ingeniería generalmente aceptados. El ente regulador y el ente supervisor garantizarán que la operación y mantenimiento se haga en términos eficientes para asegurar que los usuarios pagan costos mínimos para servicios adecuados, es decir, con continuidad, presión, calidad y cantidad adecuada.

	
	
	Energía

La Ley 142 de 1994 establece que las entidades prestadoras de servicios públicos tienen la obligación de garantizar que el servicio se preste de manera continua y eficiente, y sin abuso de la posición dominante que la entidad pueda tener frente al usuario o terceros.

La Ley 143 de 1994 artículo.6 establece que las actividades relacionadas con el servicio eléctrico se regirán por principios de eficiencia, calidad, continuidad, adaptabilidad, neutralidad, solidaridad y equidad. El principio de eficiencia exige la correcta asignación y utilización de los recursos de forma que se garantice la prestación del servicio al menor coste económico.

	4. Generar incentivos adecuados a la demanda de servicios.
	Debe velarse porque existan los incentivos adecuados para que los usuarios hagan un uso de estos servicios compatible con su sostenibilidad económica, financiera y ambiental
	
Agua y Saneamiento Básico

La provisión de servicios de agua y saneamiento tendrá un impacto neto positivo, relacionado con el aumento de la cobertura, la disminución de enfermedades de origen hídrico y a la disminución de la contaminación de acuíferos por descarga de residuos cloacales. 

En relación con la sostenibilidad financiera, las tarifas de los operadores de los servicios de agua y saneamiento básico se calculan según resoluciones de la CRA establecidas en el marco regulatorio, y son vigiladas y monitoreadas por la SSPD, asegurando las tarifas mínimas para un servicio adecuado e incentivando el consumo. Adicionalmente los usuarios de bajos ingresos reciben un subsidio a un consumo básico de tal forma que todos tengan acceso al mínimo requerido para una buena salud e higiene. 

Respecto a la sostenibilidad económica, a través de programas de gestión de la demanda se buscará promover el uso adecuado de la infraestructura de acueducto y alcantarillado a través de campañas de sensibilización, micro medición, normalización de usuarios, conexiones domiciliarias e intradomiciliarias. 


	
	
	
Energía

El Decreto 1623 de 2015, artículo 4, establece que el Estado deberá establecer esquemas diferenciales para la prestación del servicio público de energía eléctrica domiciliaria aplicables en las zonas donde se amplía el servicio de energía eléctrica con el fin de reducir los costos de prestación del servicio.

El Fondo para Energías No Convencionales y Gestión Eficiente de la Energía (FENOGE) fue creado por el artículo 10 de la Ley 1715 de 2014. Es un fondo sin personería jurídica, administrado por un fideicomiso seleccionado por el Ministerio de Minas y Energía para financiar programas de Energías No Convencionales y Gestión Eficiente de la Energía (FENOGE). Fuentes de Energía (FNCE) y la gestión eficiente de la energía.
a. De acuerdo con la normatividad que reglamenta el FENOGE (Decreto 1543 de 2017 y Resolución MME 400445 de 2022), el fondo asignará recursos para los siguientes fines: financiamiento total o parcial de programas y proyectos orientados a servicios públicos, comerciales, industriales o residenciales niveles 1-3 para implementar pequeños proyectos de generación con FNCE.
b. Financiar parcial o totalmente, programas y proyectos dirigidos al sector público, comercial, de servicios, industrial, transporte, en los niveles 1-3 del sector residencial, o usuarios que se encuentren ubicados en Zonas No Interconectadas, orientados a mejorar la eficiencia energética.
c. a través de los siguientes mecanismos:
· La promoción de buenas prácticas para el uso de la energía.
· El cambio de equipos de uso final de energía y la aplicación de tecnologías eficientes en sistemas y procesos de producción, iluminación, fuerza motriz, aire acondicionado, refrigeración, combustión, generación de calor y vapor, entre otros, incluyendo la disposición final de los equipos reemplazados.
· La implementación de iniciativas para fomentar la respuesta de la demanda.
· La adaptación de las instalaciones internas.
· El diseño e implementación de adecuaciones arquitectónicas.
d. Promover y financiar parcial o totalmente estudios técnicos y auditorías energéticas.
e. Impulsar el desarrollo de soluciones híbridas que combinen fuentes locales de generación eléctrica con fuentes fósiles.


	El alcance de la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios se promoverá en función de tres pilares:

	5. Promover la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios
	
a. Sostenibilidad financiera: procurando contar con suficientes ingresos por la prestación del servicio al usuario, con los aportes de la comunidad y con los aportes directos del gobierno que permitan cubrir los costos eficientes de prestación del servicio.

b. Sostenibilidad ambiental: apoyando que la selección, ejecución, operación y mantenimiento de los proyectos para prestar el servicio cumplan con las salvaguardias ambientales del Banco y contribuyan al desarrollo de una infraestructura con mayor resiliencia, considerando alternativas viables para mitigar el cambio climático.

c. Sostenibilidad social: contribuyendo a incrementar el acceso al servicio y previendo mecanismos de consulta con la comunidad sobre los aspectos relevantes de la provisión del servicio.
	
Agua y Saneamiento Básico

Sostenibilidad Financiera: los operadores de los servicios de agua potable y saneamiento básico cubren con ingresos operativos sus costos de Operación y Mantenimiento mediante las tarifas reguladas por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico. Según la ley, los municipios transfieren recursos de sus presupuestos para cubrir los subsidios a usuarios de zonas residenciales.

Sostenibilidad social y ambiental: El Marco de Gestión Ambiental y Social (MGAS) del Programa contiene los lineamientos para asegurar el cumplimiento de la política de salvaguardias durante la ejecución y operación del Programa, incluyendo aspectos de mitigación y adaptación al cambio climático. 


	
	
	
Energía:

Sostenibilidad Financiera: El artículo 2 de la Ley 142 de 1994 establece que el Estado intervendrá en los servicios públicos, conforme a las reglas de competencia, en el marco de los artículos 334, 336 y 365 a 370 de la Constitución Política y define dentro de los fines de la intervención la ampliación permanente de la cobertura mediante sistemas que compensen la insuficiencia de la capacidad de pago de los usuarios, la prestación eficiente del servicio y el establecimiento de un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos de acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad.

El artículo 39 de la Ley 143 de 1994 establece que los cargos de acceso y uso de las redes del Sistema Interconectado Nacional (SIN) cubrirán, en condiciones óptimas de gestión, los costos de inversión de las redes de interconexión, transmisión y distribución incluido el costo de oportunidad de capital, de administración, operación y mantenimiento, en condiciones adecuadas de calidad y confiabilidad y de desarrollo sostenible. Estos cargos tendrán en cuenta criterios de viabilidad financiera. El artículo 40 establece que las tarifas de acceso y uso de las redes del SIN deben incluir i) un cargo de conexión que cubrirá los costos de la conexión del usuario a la red de interconexión; ii) un cargo fijo asociado a los servicios de interconexión; iii) un cargo variable asociado a los servicios de transporte por la red de interconexión. El artículo 41 establece que la CREG es responsable de definir la metodología de cálculo y aprobar las tarifas de acceso y uso de las redes del SIN y hacer efectivo su pago.

Las tarifas para los usuarios regulados del servicio de energía eléctrica fueron establecidas en la Resolución CREG 079 de 1997, fijando los componentes de la estructura tarifaria con la que se calcula el costo unitario de prestación del servicio (CU) y los subsidios y las contribuciones aplicables sobre los consumos de los usuarios en función de su estrato.

Sostenibilidad ambiental: La Ley 142 de 1994 establece en el artículo 11 que las empresas prestadoras de servicios de energía eléctrica deben cumplir con su función ecológica, por lo cual deben proteger la diversidad e integridad del medio ambiente, conservas las áreas de especial importancia ecológica y conciliar estos objetivos con los de aumento de la cobertura y el costeo de los servicios para la comunidad. Además, el artículo14 establece que el plan de inversión debe incluir la factibilidad ambiental como uno de los criterios para minimizar los costos de expansión del servicio. Finalmente, la ley define que las empresas que presten servicios públicos deben obtener los permisos ambientales y sanitarios en función de la normatividad aplicable a su actividad específica.

La Ley 697 de 2001 declaró asunto de interés social, público y de conveniencia nacional el Uso Racional y Eficiente de la Energía (URE), considerándolo fundamental para asegurar el abastecimiento energético pleno y oportuno, la competitividad de la economía, la protección del consumidor y la promoción del uso de energías no convencionales de manera sostenible con el medio ambiente y los recursos naturales. Según esta ley, el Ministerio de Minas y Energía es la entidad responsable de promover, organizar y asegurar el desarrollo y el seguimiento de los programas de URE. En particular, es deber del Ministerio formular los lineamientos de las políticas, estrategias e instrumentos para el fomento y la promoción de las fuentes no convencionales de energía, con prelación en las zonas no interconectadas.

La Ley 1715 de 2014 estableció el objetivo de promover el desarrollo y la utilización de las fuentes no convencionales de energía, los sistemas de almacenamiento de esas fuentes y el uso eficiente de la energía, principalmente las renovables, mediante su integración al mercado eléctrico, su participación en las zonas no interconectadas, en la prestación de los servicios públicos domiciliarios y del alumbrado público, y en otros usos. El uso de las fuentes renovables es definido como un medio necesario para el desarrollo económico sostenible, la reducción de gases de efecto invernadero y la seguridad de abastecimiento energético. Esto incluye, como la Ley 697, la gestión eficiente de la energía y los sistemas de medición inteligente en el contexto de la eficiencia energética y la respuesta de la demanda.

Sostenibilidad Social: El artículo 369 de la Constitución Política definió el deber de determinar los deberes y derechos de los usuarios, el régimen de su protección y sus formas de participación en la gestión y la fiscalización de las empresas que presten el servicio, y la participación de los municipios o sus representantes en las entidades y las empresas que les presten servicios públicos domiciliarios. En desarrollo de este mandato, el artículo 62 de la Ley 142 de 1994 definió los Comités de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios, que están compuestos por usuarios, suscriptores o suscriptores potenciales de los servicios. Cada comité debe elegir entre sus miembros un Vocal de Control, que actúa como representante ante los prestadores. El Decreto 1429 de 1995 reglamentó el deber de crear los Comités, con el objeto de organizar la participación comunitaria en la vigilancia de la gestión y en la fiscalización de las entidades privadas, oficiales o mixtas que presten los servicios públicos domiciliarios. 

La Ley 143 de 1994 (“Ley eléctrica”) determinó en su artículo 53 que durante la fase de estudio y como condición para ejecutar proyectos de generación e interconexión, las empresas propietarias de los proyectos deben informar a las comunidades afectadas, consultando con ellas los impactos ambientales, las medidas previstas en el plan de acción ambiental y los mecanismos necesarios para involucrarlas en la implantación del plan de acción ambiental. En el artículo 54 estableció que para las plantas que generen energía con fuentes no convencionales (Ley 1715 de 2014) con potencia nominal mayor a 10 mil kW, los generadores deberán cancelar una transferencia equivalente al 1% de las ventas brutas por generación propia, de acuerdo con la tarifa que define la CREG para ventas en bloque. Los recaudos serán destinados en 60% a las comunidades éticas en el área de influencia del proyecto (en artículos iguales); y en 40% para los municipios ubicados en el área de influencia del proyecto, lo cual deberá ser destinado a proyectos de inversión en infraestructura, servicios públicos, saneamiento básico o agua potable previstos en el plan de desarrollo municipal.
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	[bookmark: _Hlk497124664]1. Apoyar a los países para atender las necesidades básicas de acceso 
	La ampliación del acceso a servicios públicos domiciliarios a precios asequibles es una necesidad en la región, especialmente en los países con menor grado de desarrollo y en las áreas rurales de todos los países. 

El acceso a estos servicios es esencial para contribuir al proceso de reducción de la pobreza y promover un desarrollo incluyente

Se apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana
	Agua y Saneamiento Básico

La viabilidad técnica de las soluciones de agua y saneamiento contempla el análisis de alternativas seleccionando aquella que sea mayor costo-eficiente y que sea aceptada por la comunidad.

	
	
	
Energía

El artículo 4 de la Ley 143 de 1994 define que el Estado tiene la función de abastecer la demanda de energía eléctrica de la comunidad bajo criterios económicos y de viabilidad financiera, asegurando su cubrimiento en un marco de uso racional y eficiente de los diferentes recursos energéticos del país; asegurar una operación eficiente, segura y confiable en las actividades del sector; y mantener y operar sus instalaciones preservando la integridad de las personas, de los bienes y del medio ambiente y manteniendo los niveles de calidad y seguridad establecidos.
El artículo 20 de la Ley 143 de 1994 establece el objetivo de asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el aprovechamiento eficiente de los diferentes recursos energéticos en beneficio del usuario en términos de calidad, oportunidad y costo del servicio, para lo cual debe promover la competencia, crear y preservar las condiciones que la hagan posible.

Para alcanzar ese objetivo, el artículo 23 de la misma ley le otorga a la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) las funciones generales de regulación, incluyendo la definición de tarifas teniendo en cuenta la capacidad de pago de los usuarios y los costos de prestación, además de velar por los derechos de los usuarios, especialmente los de estratos más bajos

	2. Las mejoras continuas en la gobernanza de los servicios públicos domiciliarios serán clave para incrementar la eficiencia en su provisión y proteger satisfactoriamente los intereses de los usuarios

La Política sostiene que la gobernanza para la toma de decisiones en la gestión de los servicios públicos domiciliarios, así como el marco normativo y/o regulatorio que los reglamenta y supervisa, son los principales factores determinantes de su desempeño, calidad y sostenibilidad

	A. Promover la integridad, la transparencia y la rendición de cuentas
	Las operaciones financiadas por el Banco impulsarán los arreglos institucionales básicos para que los países de la región adopten medidas que promuevan la integridad y aumenten la transparencia en la provisión de servicios públicos domiciliarios, con el objetivo de mejorar la rendición de cuentas y fortalecer el cumplimiento de los derechos de los usuarios. En virtud de ello, el Banco hará los mayores esfuerzos para que sus operaciones contribuyan al desarrollo de sistemas de buena gobernanza en los actores públicos y privados. Adicionalmente, esta Política reconoce que la debilidad en la información estadística pública y la escasez de la información estadística privada son factores que, frecuentemente, privan de respuestas adecuadas a preguntas básicas sobre las necesidades de inversión en infraestructura, el desempeño de las empresas proveedoras de servicios, o la estructura y evolución de las tarifas. Por lo tanto, el Banco impulsará la transparencia focalizada teniendo en cuenta las necesidades de los usuarios de la información, la manera más efectiva en que debe hacerse disponible y los canales idóneos para distribuirla
	
Agua y Saneamiento Básico

El arreglo institucional del sector de agua y saneamiento es conceptualmente apropiado y coherente, con clara definición y separación de funciones y responsabilidades, tanto entre las entidades como en los órdenes de gobierno. La estructura institucional se fundamenta en la separación de roles entre el gobierno nacional, encargado de la formulación de la política sectorial, la regulación y el control, y los municipios, encargados de asegurar la prestación eficiente de los servicios. Además, existen competencias intermedias en el nivel regional, asignadas a las Corporaciones Autónomas Regionales, a los Departamentos y a seccionales o direcciones territoriales pertenecientes a entidades del gobierno central.

Con la Ley 142 de 1994, art 2, estableció la intervención del estado en los servicios públicos, al fin de: i) garantizar la calidad del bien objeto del servicio público y su disposición final para asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios; ii) ampliación permanente de la cobertura mediante sistemas que compensen la insuficiencia de la capacidad de pago de los usuarios; iii) atención prioritaria de las necesidades básicas insatisfechas en materia de agua potable y saneamiento básico; iv) prestación continua e ininterrumpida, sin excepción alguna, salvo cuando existan razones de fuerza mayor o caso fortuito o de orden técnico o económico que así lo exijan; v) prestación eficiente; vi) libertad de competencia y no utilización abusiva de la posición dominante; vii) mecanismos que garanticen a los usuarios el acceso a los servicios y su participación en la gestión y fiscalización de su prestación; y viii) establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos de acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad.

La SSPD tiene un sistema de información (Sistema Único de Información – SUI), donde los prestadores (independiente de su naturaleza y tamaño) debe reportar información técnica, operativa, financiera y administrativa. Esta información es pública y ha permitido que los formuladores de política y los usuarios conozcan no sólo la información tarifaria, sino también información de calidad de agua, usuarios, capacidad de producción, consumos, entre otros.

	
	
	
Energía

La Ley 142 de 1994, artículo 2, estableció la intervención del Estado en los servicios públicos, con el fin de: i) garantizar la calidad del servicio público y su disposición final para asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios; ii) ampliación permanente de la cobertura a través de sistemas que compensen la insuficiente capacidad de pago de los usuarios; iii) atención prioritaria a las necesidades básicas insatisfechas; iv) prestación continua e ininterrumpida, sin excepción alguna, excepto cuando concurran razones de fuerza mayor o caso fortuito o de carácter técnico o económico que así lo requieran; v) entrega eficiente; vi) libertad de competencia y uso no abusivo de la posición dominante; vii) mecanismos que garanticen a los usuarios el acceso a los servicios y su participación en la gestión y control de su prestación; y viii) establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos conforme a los preceptos de equidad y solidaridad.

El artículo 153 de la Ley 142 también establece que las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios constituirán una "Oficina de Peticiones, Quejas y Recursos". Esta oficina tiene la obligación de recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación con el servicio o los servicios que presta la empresa. 

Finalmente, en concordancia con la Ley 1712 del 6 de marzo 2014 y a la Resolución 1519 del 24 de agosto de 2020, el Ministerio de Minas y Energía dispone del Buzón de Transparencia e Integridad mediante el cual los ciudadanos y otros grupos de valor pueden reportar cualquier caso relacionado con posibles hechos de corrupción o cualquier afectación a la debida gestión institucional

	B. Analizar las características e impactos de los subsidios
	La operación y financiamiento de los servicios abarcados por esta Política debería lograr la recuperación de costos de prestación en condiciones de eficiencia mediante tarifas a los usuarios. Sin   embargo, esta Política reconoce que, ocasionalmente, la sostenibilidad financiera puede alcanzarse complementando los ingresos provenientes de las tarifas por la venta del servicio al usuario, con aportes de la comunidad y aportes directos del gobierno. En situaciones en las que se otorguen subsidios, el Banco promoverá que tanto su asignación como utilización se realicen de modo transparente y sujeto a mecanismos frecuentes y eficaces de rendición de cuentas. Estos mecanismos incorporarán: i) la identificación y   análisis de fuentes y beneficiarios de los subsidios; ii) el análisis de la incidencia distributiva de los subsidios; y iii) la cuantificación del subsidio relativo a indicadores macroeconómicos (por ejemplo, Producto Interno Bruto, erogaciones totales del sector público) utilizados por el Banco o por el nivel de gobierno que otorgue los subsidios para informar sobre su sostenibilidad fiscal. En los casos en que se otorguen subsidios tarifarios, el Banco impulsará su focalización en los grupos más vulnerables y de menores ingresos. Adicionalmente, y en la medida de lo posible, el Banco apoyará a los países para sustituir los subsidios tarifarios a los servicios públicos por mecanismos de transferencias de ingresos más directos y focalizados en los segmentos de la población con menores ingresos.
	
Agua y Saneamiento Básico

En Colombia, se realiza una diferenciación tarifaria por estratos socio – económicos (quienes tienen más capacidad económica pagan más por los servicios públicos y contribuyen para que los estratos bajos puedan pagar sus facturas) (Estrato residencial 1-6 + Estrato No – residencial). 

El costo de referencia es aquel estrato que no recibe subsidios y no parta contribuciones para otros estratos. Por ello sirve de referencia para los cálculos de una metodología; para el caso colombiano son el estrato 4 y el sector oficial. Subsidios es aquel estrato que recibe subsidios de otros estratos y no aporta contribuciones para otros estratos. 

Para el caso colombiano son los estratos de menores ingresos, el 1 (recibe un subsidio hasta del 70%), 2 (recibe un subsidio hasta del 40%) y 3 (recibe un subsidio hasta del 15%). Y Contribución es aquel estrato que no recibe subsidios y aporta contribuciones para otros estratos; para el caso colombiano son los estratos 5, 6 y no residencial. 

Adicionalmente, el Gobierno Nacional establece que en caso de que no haya un equilibrio entre las contribuciones y los subsidios requeridos, los municipios podrán destinar parte de recursos del Sistema General de Participaciones (SGP) a cubrir estos subsidios. El SGP son las transferencias que hace el Gobierno Nacional a los departamentos y municipios para ciertos sectores, entre esos, el sector de agua potable y saneamiento básico. En los municipios del Programa la mayoría de los usuarios corresponden a los estratos 1,2, y 3.

	
	
	
Energía

La ley 142 de 1994, en su artículo 2 define como objetivo de la intervención del Estado en los servicios públicos la ampliación permanente de la cobertura mediante sistemas que compensen la insuficiencia de la capacidad de pago de los usuarios. El artículo 3 establece los instrumentos para que el Estado realice la intervención. Entre otros, están:
· El otorgamiento de subsidios a las personas de menores ingresos;
· El respeto del principio de neutralidad para asegurar que no exista ninguna práctica discriminatoria en la prestación de los servicios; 
· La regulación de la prestación de los servicios públicos teniendo en cuenta las características de cada región; 
· La fijación de metas de eficiencia, cobertura y calidad, su evaluación y la definición del régimen tarifario.

Las tarifas de energía eléctrica están establecidas por la CREG (Res. 079 de 1997 y 096 de 1999). El costo unitario de prestación del servicio (CU) remunera cada uno de los componentes (generación, transmisión, distribución, comercialización y otros costos relacionados con la operación y administración del Sistema Interconectado Nacional). La suma de los componentes es el costo económico eficiente del servicio. 

El consumo de energía multiplicado por el CU es ajustado según el estrato del usuario. Los usuarios en estratos 1, 2 y 3 reciben un subsidio de 50%, 40% y 15%, respectivamente. Los usuarios en estratos 5 y 6 pagan una contribución del 20% de su consumo. El estrato 4 paga su consumo.

En las zonas no interconectadas (ZNI) están definidas las Áreas de Servicio Exclusivo (ASE) que tienen un régimen de estratificación específico (CREG Res. 091 de 2007, Res. 161 de 2008 y Res. 074 de 2009).

	C. Separación de Funciones para mejorar la gobernanza sectorial
	Deben separarse las funciones de formulador de políticas, regulador y empresario y asignarse a instituciones distintas y apropiadas. De esta manera, las autoridades conservarán la responsabilidad de formular la política, un ente público separado dictará el régimen reglamentario y se asignará al proveedor del servicio una función exclusivamente empresarial, sea ésta de propiedad estatal o privada. Esta Política reconoce, sin embargo, que la organización institucional no puede responder a un modelo único, debiendo adaptarse a las particularidades de cada sector y país. En varios países de la región, la responsabilidad de la formulación de políticas, la regulación y la provisión de los servicios públicos domiciliarios reside en el ámbito local (provincial o municipal). En estos casos, en los cuales no necesariamente es óptimo separar los roles de formulación de políticas y de regulación, el Banco promoverá una regulación homogénea, con parámetros mínimos adecuados de calidad, principios para la fijación de tarifas, y mecanismos de supervisión y control. Además, contribuirá a desarrollar mecanismos institucionales que fortalezcan la debida gestión en el marco de la legislación local. 
	
Agua y Saneamiento Básico

La Constitución de 1991 introdujo modificaciones fundamentales al marco institucional de los servicios públicos domiciliarios en Colombia, los cuales se concretaron con la expedición del Régimen de los Servicios Públicos Domiciliarios (Ley 142 de 1994) en el año 1994, generando cambios estructurales positivos en la dinámica del sector, evidenciados en aspectos tales como incrementos en coberturas, mejor gestión empresarial, calidad y confiabilidad en el servicio, así como mayor participación del sector privado.

La Ley 142 de 1994, establece las bases de intervención del Estado en la prestación de dichos servicios, al igual que la distribución de funciones de política, regulación técnica, económica y ambiental, control y vigilancia y prestación. Para el sector de Acueducto y Saneamiento Básico, a nivel nacional, la definición de la política pública y la regulación técnica sectorial está a cargo del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (MAVDT), función complementada por el Departamento Nacional de Planeación (DNP), en su rol de coordinador de la inversión pública del Gobierno en todos los sectores, y por el Ministerio de la Protección Social (MPS), en lo relacionado a los estándares de calidad del agua para consumo humano. La regulación económica de los servicios la desarrolla la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA) en términos de tarifas, calidad y medición de la eficiencia y desempeño de los prestadores, mientras la función de control y vigilancia de estos es llevada a cabo por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD), quien posee la facultad sancionatoria.

	
	
	
Energía 

En Colombia existe una separación funciones la cual mejora la gobernanza institucional. De igual forma, el mercado está diseñado para maximizar los objetivos dispuestos por la Ley. 

Elaboración de políticas públicas: el Gobierno Nacional es el encargado de diseñar la política del sector, a través del Ministerio de Minas y Energía. La Unidad de Planificación Minero Energética (UPME) ejerce la función de planificador de inversiones a través de la Unidad de Planificación Minero Energética (UPME).

Regulación: la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) regula mediante actos administrativos el comportamiento de usuarios y empresas para asegurar la prestación del servicio público en condiciones de eficiencia económica con adecuada cobertura y calidad.

Mercado: está integrado por usuarios clasificados en regulados y no regulados, y agentes: Los usuarios regulados son personas naturales o jurídicas cuyas compras de energía eléctrica están sujetas a tarifas establecidas por la CREG. Aquí se encuentran la mayoría de los usuarios comerciales, oficiales y residenciales clasificados por estratos socioeconómicos y algunos industriales; Los usuarios no regulados son personas naturales o jurídicas que tienen una demanda de energía superior a 2 MW. Los usuarios no regulados pueden negociar libremente los costos de las actividades relacionadas con la generación y comercialización de energía. En este nivel de consumo se encuentran las empresas industriales y comerciales que son grandes consumidores. Los agentes llevan la energía al usuario final (generadores, transportistas, distribuidores, comercializadores y administradores). Adicionalmente, se encuentra el operador del sistema y el administrador del Mercado de Energía Mayorista (MEM), para lo cual la empresa XM realiza las funciones de Centro Nacional de Despacho -CND-, Administrador del Sistema de Intercambios Comerciales -ASIC- y Liquidador de Cuentas de cargos por Uso de las redes del Sistema Interconectado Nacional - LAC. Además, XM administra las Transacciones Internacionales de Electricidad de corto plazo -TIE- con Ecuador.

Control y vigilancia: la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD) ejerce el control, inspección y vigilancia de los prestadores de servicios.

	D. Establecer la estructura sectorial más apropiada en el contexto de las características del servicio y los objetivos de la política
	Considerando la heterogeneidad en los mercados y servicios de la región, esta Política no promueve una organización industrial sectorial única para la prestación de los servicios públicos domiciliarios, y destaca que independientemente del modelo de gestión utilizado, se debe contar con prácticas de buena gobernanza y con un marco regulador claro, predecible y estable que incentive la eficiencia y la inversión.
	Por lo citado en puntos anteriores, se considera que existe un marco sectorial en el país que promueve la eficiencia en la gestión de los prestadores de los servicios, manteniendo un marco claro para la participación del sector privado en los mismos. De los 1.101 municipios existentes en Colombia, 126 cuentan con más de 50.000 habitantes. En estos últimos, sólo se presentan dos casos de prestación directa por parte del municipio: San Vicente del Caguán, en el departamento de Caquetá, y Zona Bananera, en el de Magdalena. En los demás, los servicios de acueducto y alcantarillado son prestados por empresas de diversa naturaleza. En la siguiente tabla, se presenta las seis modalidades de prestación en los 126 municipios grandes:

	Modalidades de prestación de los servicios de agua y saneamiento en los municipios grandes de Colombia

	Modalidad
	Municipio
	Población

	
	#
	%
	#
	%

	Empresas públicas propiedad del municipio
	69
	54,8
	21.091.182
	63,6

	Contratos con operador privado
	26
	20,6
	7.131.055
	21,5

	Empresa mixta con mayoría pública
	4
	3,2
	1.372.219
	4,1

	Empresa pública regional o departamental
	8
	6,3
	556.228
	1,7

	Empresa pública de otro municipio
	17
	13,5
	2.866.610
	8,6

	Prestación directa por el municipio
	2
	1,6
	126.890
	0,4

	Total
	126
	100
	33.172.665
	100




	
	
	Energía.

La estructura sectorial definida desde las Leyes 142 y 143 de 1994 aplica el criterio de separación de actividades (generación, transmisión, distribución y comercialización). A la vez, permite la participación del sector privado en las actividades bajo los principios de eficiencia, equidad y sostenibilidad.
Los objetivos de la Ley 142 son: garantizar la calidad del servicio y asegurar el mejoramiento de la vida de los usuarios; ampliar la cobertura; prestar de manera eficiente e ininterrumpida del servicio; garantizar la libertad de competencia, alcanzar economías de escala comprobables, implementar mecanismos para garantizar el acceso de los usuarios y establecer un régimen tarifario proporcional para los segmentos de bajos ingresos, bajo los preceptos de equidad y solidaridad.

	E. El rol de la regulación económica para incentivar la eficiencia, la inversión y proteger los derechos de los usuarios
	La adopción de un régimen regulatorio eficaz y adaptado a las condiciones particulares de cada sector en cada país es un factor clave para el logro de los objetivos de la Política. Un régimen regulatorio debe contribuir a reducir el costo del capital de los proveedores del servicio, incentivar la inversión, fijar estándares de calidad de los servicios y permitir que los proveedores del servicio obtengan ingresos suficientes para alcanzar la sostenibilidad financiera. La promoción de los derechos de los usuarios debe ser un objetivo primordial del proceso de regulación de los servicios. Así, la regulación debe lograr que las ganancias de eficiencia, alcanzadas en el tiempo por los proveedores de los servicios, se trasladen a los usuarios vía reducciones tarifarias o mediante mejoras en la calidad del servicio. Independientemente de la estructura sectorial y el modelo institucional para la regulación elegida por cada país, se debe brindar asistencia en el desarrollo de sistemas de información que permitan a los formuladores de políticas y a los usuarios conocer la estructura y nivel de costos y tarifas en las todas las etapas de producción de los servicios.
	
Agua y Saneamiento Básico

De acuerdo con la Constitución Política art. 365, los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y es deber de éste asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.

Los servicios públicos están sometidos al régimen jurídico que está fijado por la Ley 142 de 1994, y los mismos pueden ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares, manteniendo el Estado la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios. 

Bajo este marco, en el sector de agua potable y saneamiento básico, a los municipios les corresponde asegurar que se preste a sus habitantes ya sea mediante empresas de carácter público, privado o mixto, o prestarlo directamente cuando el interés general lo permita y lo aconseje. En caso de prestación directa, fijan las tarifas de acuerdo con las fórmulas y metodologías definidas por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA). Si son empresas las prestadoras de los servicios, corresponde a sus juntas directivas la fijación de las tarifas, con arreglo, igualmente, a las metodologías establecidas por la CRA. Los Concejos fijan el monto de las contribuciones especiales y subsidios y pueden incluirse en los presupuestos municipales partidas destinadas a subsidiar las inversiones o a los usuarios residenciales ubicados en los estratos bajos. Los municipios con más de 1.000.000 de habitantes pueden ejercer funciones de autoridad ambiental al igual que las Áreas Metropolitanas. Los departamentos tienen funciones de coordinación y apoyo. Pueden asistir técnica, financiera y administrativamente a las empresas prestadoras del servicio o a los municipios que lo prestan directamente. Los departamentos pueden organizar sistemas de coordinación entre entidades prestadoras y promover las asociaciones de municipios. Esta es una función muy importante pues, aunque el servicio es municipal, con el crecimiento demográfico, es preciso recurrir a fuentes de agua que son regionales y esto demanda una labor de coordinación que debe ser ejercida por los departamentos. 

La CRA tiene como propósito fundamental regular monopolios, promover la competencia, impulsar la sostenibilidad del sector Agua Potable y Saneamiento Básico, evitando abusos de posición dominante, garantizando la prestación de servicios de calidad, con tarifas razonables y amplia cobertura. Este propósito se logra mediante el desarrollo regulatorio que involucra la participación de los usuarios y prestadores y brindando asesoría regulatoria clara, completa y oportuna; con principios y valores compartidos, con personal de alta capacidad técnica, empoderado, que trabaja en procesos eficaces que aseguran la calidad del ejercicio regulatorio, soportados en sistemas de información eficientes y tecnología de punta. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD), Superservicios, es un organismo de carácter técnico, creado por la Constitución de 1991, que por delegación del Presidente de la República de Colombia, ejerce inspección, vigilancia y control las entidades y empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios. La Superintendencia vigila, inspecciona y controla la prestación a los servicios públicos domiciliarios atendiendo las necesidades y expectativas de sus clientes y grupos de interés, soportando su gestión en la eficiencia, eficacia y efectividad del desempeño de su sistema de calidad, mediante el mejoramiento continuo de sus procesos, con la participación activa de un equipo humano capaz, dinámico e innovador. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en cumplimiento con su función de entidad nacional encargada de sancionar a las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios que incumplan con las normas a que están comprometidas. La SSPD tiene un sistema de información (Sistema Único de Información – SUI), donde todos los prestadores (independiente de su naturaleza y tamaño) debe reportar información técnica, operativa, financiera y administrativa. Esta información es pública y ha permitido que los formuladores de política y los usuarios conozcan no sólo la información tarifaria, sino también información de calidad de agua, usuarios, capacidad de producción, consumos, entre otros.

	
	
	
Energía.

Según la Ley 143, articulo. 23, la actividad de regulación que realiza el Estado tiene como objetivo básico asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el uso eficiente de los diferentes recursos energéticos, en beneficio del usuario en términos de calidad, oportunidad y costo del servicio. Para lograr este objetivo, promoverá la competencia, creará y preservará las condiciones que la hagan posible. Para impulsar esto, en 1994 se creó la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG), una entidad técnica y su objetivo es asegurar que los servicios de electricidad, gas natural, gas licuado de petróleo (GLP) y combustibles líquidos sean prestados al mayor número de personas posible. posible, al menor costo posible y con una remuneración adecuada, para que las empresas brinden calidad, den cobertura y expansión de la red.

Para la ZNI, el Decreto 1623 de 2015, artículo 2.2.3.3.2.2.3.9 establece las condiciones para la prestación del servicio de energía eléctrica. La CREG, mediante resolución, definirá los indicadores y metas de calidad que deberán cumplir los prestadores del servicio. encontrarse. La electricidad en las ZNI, así como los incentivos para alcanzar dichas metas y reducir las pérdidas de energía, también determinarán las obligaciones de dichos proveedores en relación con el reporte de información asociada a la prestación del servicio. La SSPD debe monitorear estos indicadores y publicar sus resultados cada seis meses..

	F. Generar condiciones adecuadas para que la participación privada sea una opción viable para la provisión de servicios públicos domiciliarios
	Esta Política reconoce que la competencia tiene el potencial de aumentar la eficiencia productiva y la calidad del servicio. En los mercados cuya tecnología de producción no exhibe las características propias de los monopolios naturales, es posible generar competencia en el mercado, permitiendo que varias empresas ofrezcan servicios simultáneamente. Cuando los mercados son monopolios naturales la competencia por el mercado puede producir los mismos resultados que la competencia en el mercado, siempre que el proceso de selección y regulación de la empresa proveedora del servicio sea abierto y efectivo. La Política reconoce, a su vez, que la participación privada (cualquiera sea su modalidad: contratos de gestión, concesiones o empresas de propiedad mixta, entre otras) es un instrumento clave para cerrar las brechas en la cantidad y calidad de los servicios domiciliarios en la región. 
	Agua y Saneamiento Básico

La Constitución Política Colombiana, (artículo 365), estableció que los servicios públicos están sometidos al régimen jurídico que está fijado por la Ley 142 de 1994, y los mismos pueden ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares, manteniendo el Estado la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios.


	
	
	
Energía.

El artículo 3 de la Ley 142 define dentro de los instrumentos para la intervención del Estado en la prestación del servicio: la promoción y apoyo a personas que presten los servicios públicos; la gestión y obtención de recursos para la prestación de servicios; y el estímulo a la inversión de los particulares en los servicios públicos. 

Además, la normatividad aplicable a las empresas prestadoras del servicio busca garantizar la libre competencia e impedir los abusos de posición dominante, en concordancia con la Constitución Política (Art. 333), que propenda por la continuidad y la prestación del servicio (Ley 142, artículo 30).

La Ley 143 de 1994 reitera específicamente para el servicio de energía eléctrica que el Estado debe promover la libre competencia en las actividades del sector; impedir prácticas que constituyan competencia desleal o abuso de posición dominante en el mercado; y regular aquellas situaciones en que, por razones de monopolio natural, la libre competencia no garantice su prestación eficiente en términos económicos.

La Ley 1715 de 2014 busca integrar las fuentes no convencionales de energía renovable al sistema energético nacional. Para lograrlo, la ley define una serie de incentivos a la inversión en proyectos de FNCER (artículos 11, 12, 13) en términos de deducción de renta, de exclusión del IVA y de incentivos arancelarios. 
.

	G. Fortalecer la gestión de la infraestructura utilizada para la prestación de los servicios públicos domiciliarios.
	Los ámbitos de acción más relevantes para optimizar la gestión de la infraestructura son: i) incentivar la eficiencia en la gestión de las empresas; ii) desarrollar e implementar políticas adecuadas y estables de mantenimiento de activos; y iii) optimizar el uso de la infraestructura a través de incentivos a la demanda. 
	
Agua y Saneamiento Básico

El marco normativo de prestación de los servicios en Colombia, Ley 142 de 194, art.28 establece que las empresas tienen la obligación de efectuar el mantenimiento y reparación de las redes locales, cuyos costos serán a cargo de ellas, en la estructura tarifaria.

En la identificación de necesidades, mediante el programa se dará prioridad a fortalecer la gestión de la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento básico, con el apoyo políticas de mantenimiento de activos y optimizar el uso de las infraestructuras.

	
	
	Energía.

La UPME estructura procesos de convocatorias públicas para seleccionar los inversores que ejecutarán las obras del Sistema de Transmisión Nacional (STN) así como el interventor de cada proyecto y efectuar el seguimiento a la ejecución de los proyectos de transmisión y distribución de la electricidad, definidos en el Plan de Expansión del Sistema Interconectado Nacional (artículo 13 Numeral 14 Decreto 1258). El Plan de Expansión de Generación y Transmisión define los requerimientos de la expansión a nivel nacional y la interconexión a nivel internacional. 

Esta operación apoya el desarrollo de sistemas de almacenamiento de energía y sistemas de medición avanzados. Estos sistemas son ideales para mantener la estabilidad y facilita la gestión de la red. Además, la medición avanzada proporciona datos en tiempo real, lo que ayuda a usuarios y proveedores a tener un uso más eficiente de la infraestructura.

Por su parte, la Ley 142 de 1994, artículo 28, establece que todas las empresas de servicios públicos tienen el derecho a construir, operar y modificar sus redes e instalaciones para prestar sus servicios. También tienen la obligación de realizar el mantenimiento y reparación de las redes locales, cuyos costos serán de su cargo.

Finalmente, sobre los programas de respuesta de la demanda, la Resolución CREG 71 de 2006 sienta las bases para la regulación de los programas de Demanda Desconectable Voluntaria (DDV) mientras que la Resolución CREG 011 de 2015 definió el programa de respuesta de la demanda para el mercado diario en condición crítica.

	3. Promover la innovación para fomentar la eficiencia, el acceso y la sostenibilidad ambiental
	Esta Política resalta el rol de la tecnología para incrementar el acceso con soluciones costo-efectivas, reducir los costos de mantenimiento y administrar el consumo, evitando inversiones innecesarias en mayor capacidad. La Política reconoce que se deberá contribuir a diseminar información sobre la adopción, financiamiento y esquemas de gestión de las soluciones tecnológicas más apropiadas para cada combinación particular de servicio público y características de la demanda.
	
Agua y Saneamiento Básico

Las soluciones tecnológicas para implementar en el programa se seleccionan aplicando estudios de alternativas que permiten seleccionar las de menor costo de inversión más operación y mantenimiento que cumplan con los requisitos técnicos, ambientales y sociales que establece la normativa.

El Programa financia programas de gestión de la demanda, focalizados en mejoras de la infraestructura con la finalidad de aumentar la disponibilidad del recurso y la calidad del servicio (mediante obras de rehabilitación, sectorización de redes, control de pérdidas), y reducir costos operacionales. 

Por otra parte, el programa incluye la financiación de mejora de las instalaciones sanitarias internas de la población que no tiene el servicio con la finalidad de facilitar la conexión al agua y el alcantarillado de la población de menores recursos.   

	
	
	Energía.

En la Ley 143 de 1994 articulo 6 se establece que las actividades relacionadas con el servicio eléctrico se regirán por principios de eficiencia, calidad, continuidad, adaptabilidad, neutralidad, solidaridad y equidad. El principio de adaptabilidad conduce a la incorporación de avances en ciencia y tecnología que proporcionen mayor calidad y eficiencia en la prestación del servicio al menor costo económico.

Esta operación apoyará el desarrollo de sistemas eléctricos más innovadores y eficientes mediante la financiación de proyectos de sistemas de generación eléctrica distribuida, medición avanzada, sistemas de almacenamiento de energía y electromovilidad. Al mismo tiempo, el objetivo de impulsar estos proyectos es apoyar el objetivo del gobierno de una transición energética y lograr un sector energético más sostenible.


La Ley 1715 de 2014 tiene por objeto promover el desarrollo y la utilización de las Fuentes No Convencionales de Energía, principalmente aquellas de carácter renovable, en el sistema energético nacional, mediante su integración al mercado eléctrico, su participación en las Zonas No Interconectadas y en otros usos energéticos como medio necesario para el desarrollo económico sostenible, la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y la seguridad del abastecimiento energético.



